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Subsecretario de Defensa, y de los Jefes de los Estados
Mayores de los Ejércitos de Tierra, de la Armada y del
Aire.

También podrán ser convocados a las reuniones
representantes de otros Centros directivos por razón de
su competencia o del asunto a tratar.

El Grupo podrá debatir sobre cuantos temas sean
sometidos y, entre otros: El despliegue exterior de las
Consejerías de Defensa; el desempeño de las tareas
representativas de los Consejeros de Defensa; el ejercicio
de la función informativa de los Consejeros, y suministro
a los mismos de información sobre las prioridades del
Ministerio; los criterios para la cobertura de vacantes
y selección de candidatos; y la programación de acti-
vidades de los Agregados extranjeros acreditados ante
las Autoridades españolas.

Decimosexto. Sistemas de Comunicaciones e Infor-
mación.—La Secretaría General Técnica del Ministerio
de Defensa será responsable de la implantación, admi-
nistración y mantenimiento de todos los medios de
comunicaciones, convencionales y seguros, atendiendo
las peticiones que los Consejeros de Defensa dirijan a
través de la Secretaría General de Política de Defensa,
quien, con carácter previo las ponderará y, en su caso,
dará curso a la Secretaría General Técnica que las aten-
derá dentro de las disponibilidades presupuestarias que
tengan asignadas.

Disposición adicional primera. Evaluación de los pues-
tos de Consejero.

El Subsecretario de Defensa y los Jefes de Estado
Mayor de los Ejércitos de Tierra, de la Armada y del
Aire tendrán en cuenta, en sus respectivos ámbitos, la
especial relevancia de los puestos de Consejero de
Defensa, Viceconsejero y Consejero Adjunto, de acuerdo
con las previsiones contenidas en el Reglamento de Eva-
luaciones y Ascensos del personal militar, aprobado por
Real Decreto 1064/2001, de 28 de septiembre.

Disposición adicional segunda. Créditos.

Los créditos del artículo 23, conceptos 230 (dietas)
y 231 (locomoción) que, en relación con las Agrega-
durías de Defensa, gestiona el Estado Mayor de la Defen-
sa, serán transferidos, en el año 2003, al Servicio Pre-
supuestario 01 - Ministerio y Subsecretaría-, Centro de
Coste 26 - Servicios Centrales, Ministerio-, y los rela-
cionados con las atenciones a los Agregados de Defensa
de otros países acreditados en España, al Servicio Pre-
supuestario 01, Centro de Coste 03 - Secretaría General
de Política de Defensa.

La implantación y posterior desarrollo de la presente
Orden no podrá suponer incremento de plantilla ni de
gasto público.

Disposición transitoria primera. Adscripción del perso-
nal.

En tanto en cuanto no se produzca su catalogación,
el personal militar que realiza tareas de gestión relativas
a los Consejeros de Defensa en el Estado Mayor Conjunto
se integrará en la Secretaría General de Política de Defen-
sa, en las mismas condiciones en que se encuentra
actualmente, sin que la misma suponga incremento de
gasto.

Al personal civil funcionario y laboral que presta sus
servicios en ese ámbito en el Estado Mayor Conjunto
le será de aplicación las normas específicas para este
supuesto.

Disposición transitoria segunda. Personal de las Con-
sejerías.

El Subsecretario de Defensa llevará a cabo las accio-
nes necesarias para que el personal, militar y civil, des-
tinado actualmente en las diferentes Agregadurías de
Defensa, se integre en las correspondientes Consejerías
de Defensa en vacante de iguales características y requi-
sitos que la que previamente ocupaba.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a la presente Orden.

Disposición final primera. Desarrollo normativo.

Se faculta al Secretario General de Política de Defensa
para que dicte las instrucciones oportunas en aplicación
de la presente Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden Ministerial entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del
Estado.

Madrid, 25 de marzo de 2003.

TRILLO-FIGUEROA Y MARTÍNEZ-CONDE

MINISTERIO DEL INTERIOR

6931 REAL DECRETO 318/2003, de 14 de marzo,
por el que se modifica el Reglamento de pro-
cedimiento sancionador en materia de tráfico,
circulación de vehículos a motor y seguridad
vial, aprobado por Real Decreto 320/1994,
de 25 de febrero, para adaptarlo a la Ley
19/2001, de 19 de diciembre, de reforma
del texto articulado de la Ley sobre Tráfico,
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad
Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo
339/1990, de 2 de marzo.

La disposición final segunda de la Ley 19/2001, de
19 de diciembre de reforma del texto articulado de la
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor
y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 339/1990, de 2 de marzo, establece que el Gobierno,
en el plazo máximo de seis meses desde la entrada en
vigor de dicha reforma, procederá a modificar el Regla-
mento de procedimiento sancionador en materia de trá-
fico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial,
aprobado por Real Decreto 320/1994, de 25 de febrero,
para adecuarlo a las modificaciones contenidas en dicha
reforma.

Esta disposición tiene por objeto el cumplimiento de
dicho mandato legislativo. Se trasladan así al reglamento
de procedimiento sancionador las innovaciones que en
esta materia ha introducido la ley de reforma, entre las
que cabe destacar el diverso tratamiento dado a la con-
currencia de las actuaciones jurisdiccionales penales
sobre el mismo hecho, que no impide la continuación
del procedimiento administrativo sancionador, el cual
queda práctica y completamente instruido hasta el
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momento de dictar resolución, en que se suspende hasta
que la autoridad judicial resuelva lo procedente.

Por otra parte, se concretan de manera precisa los
casos en que se admite la notificación de la denuncia
con posterioridad a la comisión de la infracción, refor-
zando de este modo la vigilancia en zonas urbanas.

Se tiene en cuenta la incidencia del pago anticipado
a la resolución durante la instrucción del procedimiento,
regulando la reducción legal del 30 por ciento del impor-
te de la multa y su incompatibilidad con otros beneficios
legales de reducción de sanciones por sometimiento a
medidas reeducadoras.

En otro orden de ideas, se contempla expresamente
la competencia sancionadora en materia de tráfico de
las autoridades locales y autonómicas, definiendo sus
competencias y los recursos contra sus resoluciones,
y articulando la continuidad del procedimiento cuando
con el ejercicio de esas competencias concurre el de
las autoridades de la Administración General del Estado
para la imposición de la sanción de suspensión de la
autorización administrativa para conducir.

Se amplían en el sentido indicado por la ley de reforma
los plazos de cancelación de los antecedentes por infrac-
ciones graves y muy graves y los plazos de prescripción
de las infracciones y de caducidad del procedimiento,
regulando de forma precisa la interrupción y el cómputo
de dichas figuras jurídicas.

Por último, se establece el sistema para que en los
registros de la Administración General del Estado cons-
ten la totalidad de los antecedentes por infracciones gra-
ves y muy graves, a fin de hacer posible la distinta gra-
duación en función de la reincidencia o, en su caso,
la instrucción de expedientes de revocación de permisos
de conducción.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior,
previa aprobación del Ministro de Administraciones
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 14 de marzo de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento de pro-
cedimiento sancionador en materia de tráfico, circu-
lación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado
por Real Decreto 320/1994, de 25 de febrero.

Los artículos 2; 10.3; 12.2 y 3; 13.3; 15.1; 16; 17;
18.1 y 2, y 19.1 y 2, del Reglamento de procedimiento
sancionador en materia de tráfico, circulación de vehícu-
los a motor y seguridad vial, aprobado por Real Decre-
to 320/1994, de 25 de febrero, quedan redactados en
la forma que se inserta a continuación de este real
decreto.

Disposición transitoria única. Tramitación de proce-
dimientos.

Los procedimientos sancionadores iniciados por
denuncias formuladas a partir de la entrada en vigor
de este real decreto se tramitarán con arreglo a éste.

Los procedimientos sancionadores iniciados antes de
la entrada en vigor de este real decreto continuarán tra-
mitándose por las normas anteriores, salvo que las actua-
les normas modificadas sean más favorables al denun-
ciado, en cuyo caso se aplicarán con efecto retroactivo.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo preceptuado en este real
decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

1. El presente real decreto entrará en vigor al mes
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. De acuerdo con la disposición final cuarta de la
Ley 19/2001, lo dispuesto en el artículo 12 del Regla-
mento de procedimiento sancionador en materia de trá-
fico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial,
en cuanto a medidas reeducadoras, entrará en vigor
cuando éstas se desarrollen reglamentariamente.

Dado en Madrid, a 14 de marzo de 2003.
JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,

ÁNGEL ACEBES PANIAGUA

ANEXO

Modificación del Reglamento de procedimiento san-
cionador en materia de tráfico, circulación de vehículos

a motor y seguridad vial

Uno. El artículo 2 queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 2. Actuaciones administrativas y juris-
diccionales penales.
1. Cuando en el procedimiento administrativo

se ponga de manifiesto un hecho que ofrezca apa-
riencia de delito o falta penal perseguible de oficio,
la autoridad administrativa lo pondrá en conoci-
miento del Ministerio Fiscal, por si hubiere lugar
al ejercicio de la acción penal y proseguirá el pro-
cedimiento absteniéndose de dictar resolución
mientras la autoridad judicial no pronuncie senten-
cia firme o dicte otra resolución que le ponga fin.

2. Concluido el proceso penal con sentencia
condenatoria de los inculpados, y una vez acordada
la suspensión del procedimiento administrativo, se
archivará este procedimiento sin declaración de res-
ponsabilidad. Si la sentencia fuera absolutoria o
el procedimiento penal acabara por otra resolución
que le ponga fin sin declaración de responsabilidad
y no estuviera fundada en la inexistencia del hecho,
se dictará la resolución que corresponda en el pro-
cedimiento administrativo.»

Dos. Se añade un apartado 3 al artículo 10, que
queda redactado de la siguiente forma:

«3. Será causa legal que justifique la notifica-
ción de la denuncia en momento posterior el hecho
de formularse en momentos de gran intensidad de
circulación o concurriendo factores meteorológicos
adversos, obras u otras circunstancias en que la
detención del vehículo también pueda originar un
riesgo concreto.

Asimismo, la notificación de la denuncia podrá
efectuarse en un momento posterior cuando la
autoridad haya tenido conocimiento de los hechos
a través de medios autorizados de captación y
reproducción de imágenes que permitan la iden-
tificación del vehículo.

Procederá también la notificación de la denuncia
en momento posterior a su formulación en los casos
de vehículos estacionados cuando el conductor no
esté presente.»

Tres. El apartado 2 del artículo 12 queda redactado
de la siguiente forma, y el actual apartado 2 pasa a
ser el apartado 3:

«2. El abono del importe de la multa indicado
en la notificación de la denuncia, tanto si es seña-
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lado por el agente en el acto de la denuncia, como
en la notificación enviada posteriormente por el
instructor, implicará la terminación del procedi-
miento una vez concluido el trámite de alegaciones
sin que el denunciado las haya formulado, finali-
zando el expediente, salvo que se acuerde la sus-
pensión del permiso o licencia para conducir y sin
perjuicio de la posibilidad de interponer el recurso
correspondiente.

La resolución que se dicte lo será por el importe
total de la multa que proceda imponer y tendrá
en cuenta el pago anticipado que se hubiera efec-
tuado con anterioridad a los efectos previstos en
el artículo 77.2 del texto articulado de la Ley sobre
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Segu-
ridad Vial, en cuanto se refiere a la terminación
del procedimiento. En todo caso, el importe total
de la multa impuesta podrá ser objeto de impug-
nación en el correspondiente recurso que se for-
mule, cuya resolución no quedará vinculada por
el pago anticipadamente realizado.

Cuando se haya minorado la cuantía de la san-
ción pecuniaria por pago anticipado efectuado con
anterioridad a la resolución que se dicte, no será
posible aplicar a la cantidad resultante ninguna otra
reducción basada en la realización de medidas ree-
ducadoras. No obstante, la minoración de la san-
ción pecuniaria por pago anticipado será compa-
tible con la reducción por el desarrollo de medidas
reeducadoras de la sanción de suspensión de la
autorización para conducir o con el fraccionamiento
de esta última sanción.»

Cuatro. Se añade un apartado 3 al artículo 13, que
queda redactado de la siguiente forma:

«3. Cuando, por razón de la posible sanción
de suspensión de la autorización administrativa
para conducir, la Administración General del Estado
deba conocer del expediente resuelto por las auto-
ridades competentes de la Administración local o
autonómica que hayan impuesto la sanción de mul-
ta correspondiente, estas autoridades, una vez que
haya adquirido firmeza su resolución, remitirán el
expediente a la autoridad competente de la Admi-
nistración General del Estado. Esta última autoridad
notificará la propuesta de resolución que contemple
la suspensión del permiso o licencia de conducción
que se pueda acordar y dará traslado ésta en trá-
mite de audiencia, por 15 días, al interesado.»

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 15,
que queda redactado de la siguiente forma:

«1. Los Delegados o Subdelegados del Gobier-
no, en su caso, y los Alcaldes, dictarán resolución
sancionadora o resolución que declare la inexis-
tencia de responsabilidad por la infracción. Dicha
resolución se dictará por escrito conforme previene
el artículo 55.1 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, salvo que los órganos administrativos
ejerzan su competencia de forma verbal, en cuyo
caso el titular de la competencia deberá autorizar
una relación de las que haya dictado de forma ver-
bal con expresión de su contenido conforme pre-
viene el artículo 55.2 de la referida ley. La reso-
lución habrá de notificarse en el plazo de un año
desde que se inició el procedimiento, deberá ser
motivada y decidirá todas las cuestiones planteadas
por los interesados y aquellas otras derivadas del
procedimiento.»

Seis. El artículo 16 queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 16. Caducidad.
Si no hubiera recaído resolución sancionadora

transcurrido un año desde la iniciación del proce-
dimiento, se producirá la caducidad de éste y se
procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud
de cualquier interesado o de oficio por el órgano
competente para dictar la resolución. Cuando la
paralización del procedimiento se hubiera produ-
cido a causa del conocimiento de los hechos por
la jurisdicción penal y cuando hubiera intervenido
otra autoridad competente para imponer la sanción
de multa y que haya de trasladar el expediente
para substanciar la suspensión de la autorización
administrativa para conducir a la Administración
General del Estado, el plazo de caducidad se sus-
penderá y reanudará, por el tiempo que reste hasta
un año, una vez haya adquirido firmeza la resolución
judicial o administrativa correspondiente.

La interrupción de la caducidad se computará
desde que se notifique la resolución al interesado
y se reanudará cuando la resolución sea firme, bien
porque la consienta el interesado, bien porque se
resuelva el recurso interpuesto por éste.»

Siete. El artículo 17 queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 17. Recursos.
1. Contra las resoluciones de los expedientes

sancionadores que sean competencia de los Dele-
gados del Gobierno en las comunidades autóno-
mas, podrá interponerse dentro del plazo de un
mes recurso de alzada ante el Ministro del Interior.
En igual plazo serán recurribles ante el Delegado
del Gobierno correspondiente las sanciones
impuestas por los Subdelegados del Gobierno.

La competencia para resolver el recurso de alza-
da previsto en el párrafo anterior podrá delegarse
en el Director General de Tráfico.

Las resoluciones de los recursos de alzada serán
recurribles ante el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo en los términos previstos en su
ley reguladora.

Transcurridos tres meses desde la interposición
del recurso de alzada sin que recaiga resolución,
se podrá entender desestimado, quedando expe-
dita la vía contencioso administrativa.

2. Contra las resoluciones de los expedientes
sancionadores dictadas por los órganos competen-
tes de las comunidades autónomas que tengan
transferidas competencias ejecutivas en materia de
tráfico y circulación de vehículos a motor, así como
las dictadas por los Alcaldes, en el caso de las
entidades locales, se estará a lo establecido en la
normativa correspondiente.»

Ocho. Se modifican los apartados 1 y 2 del artícu-
lo 18, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1. El plazo de prescripción de las infracciones
previstas en el texto articulado de la Ley sobre Trá-
fico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad
Vial será el de tres meses para las infracciones
leves, seis meses para las infracciones graves, y
un año para las infracciones muy graves y para
las infracciones previstas en el artículo 67.2 de
dicho texto articulado.

El plazo de prescripción se cuenta a partir del
día en que los hechos se hubieran cometido. La
prescripción se interrumpe por cualquier actuación
administrativa de la que tenga conocimiento el
denunciado o esté encaminada a averiguar su iden-
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tidad o domicilio y se practiquen con proyección
externa a la dependencia en que se origine. Tam-
bién se interrumpe la prescripción por la notifica-
ción efectuada de acuerdo con lo establecido en
el artículo 78 del texto articulado de la Ley sobre
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Segu-
ridad Vial. La prescripción se reanuda si el proce-
dimiento se paraliza durante más de un mes por
causa no imputable al denunciado.

2. El plazo de prescripción de las sanciones
será de un año, computado desde el día siguiente
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por
la que se imponga la correspondiente sanción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con
conocimiento del interesado, del procedimiento de
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél
está paralizado durante más de un mes por causa
no imputable al infractor.»

Nueve. Se modifican los apartados 1 y 2 del artícu-
lo 19, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1. Una vez que adquieran firmeza las sancio-
nes graves y muy graves, serán anotadas por la
Jefatura de Tráfico en que se instruyó el expediente
en el Registro de conductores e infractores y, cuan-
do proceda, en los registros a que se refiere el
artículo 5.h) del texto articulado de la Ley sobre
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Segu-
ridad Vial. Cuando dichas sanciones hayan sido
impuestas por los Alcaldes o por las autoridades
competentes de las comunidades autónomas, se
comunicarán para su anotación a los registros refe-
ridos en el plazo de 15 días siguientes a su firmeza.
Las anotaciones se cancelarán de oficio a efectos
de antecedentes una vez transcurridos dos años
desde su total cumplimiento o prescripción.

2. La anotación de las sanciones interesadas
por las autoridades judiciales u otras autoridades
administrativas se practicará por la Jefatura de Trá-
fico de su demarcación, salvo que se establezca
un sistema informático por el que se pueda realizar
directamente en los registros de la Dirección Gene-
ral de Tráfico.»

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

6932 ORDEN TAS/770/2003, de 14 de marzo, por
la que se desarrolla el Real Decreto
1424/2002, de 27 de diciembre, por el que
se regula la comunicación del contenido de
los contratos de trabajo y de sus copias bási-
cas a los Servicios Públicos de Empleo, y el
uso de medios telemáticos en relación con
aquélla.

La Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, modificó
determinados artículos del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, para suprimir la
obligación de registrar en las Oficinas Públicas de Empleo
la copia firmada de los contratos de trabajo y sus prórro-
gas, sustituyéndolo por comunicaciones del contenido
del contrato de trabajo.

El Real Decreto 1424/2002, de 27 de diciembre,
por el que se regula la comunicación del contenido de
los contratos de trabajo y de sus copias básicas a los
Servicios Públicos de Empleo, y el uso de medios tele-
máticos en relación con aquélla, faculta en su disposición
final segunda al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en el mismo.

Por otro lado, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, propugna
una modernización y adaptación permanente de las
actuaciones administrativas al ritmo de las innovaciones
tecnológicas. La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social,
modifica la Ley 30/1992, estableciendo además una
nueva disposición adicional para impulsar la adminis-
tración electrónica.

Por tanto, estas modificaciones normativas se han
abordado en aras a la necesidad de modernizar los
Servicios Públicos de Empleo y acercarlos al ciudadano,
así como cumplir con los compromisos del Estado espa-
ñol en el Plan Nacional de Acción para el Empleo del
Reino de España de poner en marcha sistemas alter-
nativos para el registro de la contratación que supusieran
verdaderos avances en la eliminación de trámites buro-
cráticos.

A dicha finalidad responde la presente Orden, me-
diante la cual se desarrolla el citado Real Decreto
1424/2002, que regula la comunicación del contenido
de los contratos de trabajo y de sus copias básicas a
los Servicios Públicos de Empleo y el uso de medios
telemáticos en relación con estas comunicaciones.

En su virtud, y en uso de las atribuciones concedidas
en las disposiciones finales primera y segunda del men-
cionado Real Decreto 1424/2002, de 27 de diciembre,
previa consulta a los Interlocutores Sociales, Comuni-
dades Autónomas, y con la aprobación del Ministro de
Administraciones Públicas, dispongo:

CAPÍTULO I

Normas generales

Artículo 1. Objeto.

1. La presente Orden Ministerial tiene por objeto
definir los datos que obligatoriamente deberán comu-
nicarse a los Servicios Públicos de Empleo respecto de
las comunicaciones a las que se refiere el artículo tercero
del Real Decreto 1424/2002, de 27 de diciembre, por
el que se regula la comunicación del contenido de los
contratos de trabajo y de sus copias básicas a los
Servicios Públicos de Empleo, y el uso de medios tele-
máticos en relación con aquélla, por cualquiera de los
procedimientos que se establecen en el artículo segundo
de la citada norma.

2. Igualmente, tiene por objeto la regulación del uso
de medios telemáticos en relación con dichas comu-
nicaciones, así como la aprobación de una aplicación
informática por parte del Servicio Público de Empleo
Estatal, según lo que se dispone en los Capítulos II y III
de la presente Orden Ministerial, respectivamente.

Artículo 2. Contenido de las comunicaciones.

Los datos que contendrán las comunicaciones a las
que se hace referencia en el apartado uno del artículo
anterior son los que se relacionan en el anexo I «Relación
de datos obligatorios a comunicar».


